PECULADO POR APROPIACIÓN
RADICACIÓN: 66001600003620140639301
PROCESADO:LUZ DENEDTH GALLEGO QUIROZ
CONFIRMA PARCIALMENTE 

A N°08

PECULADO/ Necesidad de acreditar la calidad de servidor público o que el particular reúna tal condición en virtud de las funciones encomendadas
“(…) no existe ningún documento que demuestre una vinculación directa de la señora GALLEGO QUIROZ con la E.S.E. Hospital San Vicente de Paul de Santuario (Rda.), o en otras palabras, un acto oficial que exprese la voluntad de la administración pública en su incorporación, es decir, entre ella y esa entidad pública nunca existió ningún contrato bien fuera laboral, de prestación de servicios o de cualquiera otra índole, porque su empleador no era el Hospital sino ETEMCO(…)
(…) se trata es de la inexistencia total de un acto público vinculante por medio del cual le fueran delegadas las funciones en cumplimiento de las cuales logró apropiarse de ese faltante, y ya se sabe que ello no puede ser tácito sino expreso.” 

“(…) es evidente que la falta de relación jurídica entre la señora GALLEGO QUIROZ y la E.S.E. Hospital San Vicente de Paul no hacía posible que la misma fuera servidora pública, y muchos menos que se le transfirieran funciones de esa naturaleza, independientemente que dentro del desempeño de su cargo tuviera acceso `de facto´ a esos recursos estatales, lo cual en todo caso tampoco de manera automática le daba esa calidad(…)”

NULIDAD/ Ante una inadecuada imputación de cargos y mediar allanamiento, lo que procede es la nulidad de este último ya que el primero es un acto autónomo del órgano persecutor y como tal no puede ser anulado por la judicatura 
“(…) no le era permitido al juez de primer nivel anular la formulación de imputación, puesto que se trata de un acto de parte en el cual la Fiscalía General de la Nación tiene la titularidad, pero si podía en cambio dejar sin validez el allanamiento a cargos de la indiciada, por cuanto se afectó su garantía fundamental al debido proceso, ya que la adecuación típica de la conducta no se ciñó al principio de legalidad, en atención a que el cargo no está acorde con la situación fáctica planteada, y en ello, por supuesto, si está facultado el juez para intervenir como quiera que se está ante la toma de una determinación que involucra la determinación de responsabilidad penal con efectos de cosa juzgada.

Citas: Corte Constitucional, sentencia C-1260 de 2005. Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, providencias del 13 de noviembre de 2013 -rad. T-70392-, de 14 de marzo de 2006 -rad. 24052- y de 29 de abril de 2015 -rad. 45854-  
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  ACTA DE APROBACIÓN No 118
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Febrero 17 de 2016, 9:06 a.m.

	Imputado: 
	Luz Denedth Gallego Quiroz

	Cédula de ciudadanía:
	42´030.192 expedida en La Virgina (Rda.)

	Delito:
	Peculado por apropiación

	Víctima:
	E.S.E. Hospital San Vicente de Paul de Santuario (Rda.) 

	Procedencia:
	Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.) 

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la Fiscalía contra el auto de enero 20 de 2016, por medio del cual se decretó la nulidad de la formulación de imputación. SE CONFIRMA PARCIALMENTE


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes
1.1.- Según se afirma por el órgano persecutor, en la auditoría integral correspondiente a la vigencia fiscal 2013-2014, realizada por la Contraloría General de Risaralda a la E.S.E. Hospital San Vicente de Paul de Santuario (Rda.), se detectó que en el proceso de pagos de nómina y a proveedores mediante cheques, el cual estaba a cargo de la señora LUZ DENEDTH GALLEGO QUIROZ, auxiliar administrativa de la gerencia, quince (15) cheques fueron cobrados o mandados a cobrar por la referida ciudadana en forma irregular, con lo cual se generó un detrimento patrimonial a la entidad de $18´678.027. 
1.2.- Por esos hechos, una vez adelantadas por la Fiscalía las labores investigativas, se formuló imputación (octubre 06 de 2015) ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Santuario (Rda.), en la cual se le atribuyó a LUZ DENEDTH GALLEGO QUIROZ autoría en la conducta de peculado por apropiación, conforme lo previsto en el inciso 3 del artículo 397 del C.P., cargo que la indiciada ACEPTÓ.
1.3.- En virtud al allanamiento unilateral a los cargos imputados, la actuación pasó al conocimiento del Juez Promiscuo de Apía (Rda.), autoridad que convocó para la correspondiente audiencia de individualización de pena (enero 20 de 2016), acto en el cual el titular del despacho procedió a anular la formulación de imputación, y al efecto argumentó: (i) a la judicializada no puede endilgársele el punible de peculado por apropiación, toda vez que no tenía la condición de servidora pública que exige ese tipo penal, en cuanto no fue nombrada y posesionada directamente por la E.S.E. Hospital San Vicente de Paul de Santuario (Rda.) sino que su contrato se hizo mediante una cooperativa de trabajo; (ii) de acuerdo con el manual de funciones sus labores eran de apoyo administrativo, por lo que a su cargo no estaba el manejo del presupuesto o la ordenación del gasto; y (iii) si bien la ley permite conferir funciones públicas a particulares, la autoridad que las delega no puede despojarse totalmente de ellas; en consecuencia, los funcionarios a quienes correspondía la administración de los recursos en el citado hospital no podían desprenderse totalmente de esa obligación para descargarla en la judicializada.
1.4.- La Fiscalía no estuvo conforme con esa determinación e interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, los cuales sustentó de la siguiente manera:

Para efectos penales lo consagrado en el artículo 123 Superior sobre los particulares que ejercen funciones públicas se desarrolla en el artículo 20 de la Ley 599/00 -Código Penal- , en el cual se señala que también se tienen como servidores públicos a los particulares que en forma permanente o transitoria ejerzan funciones públicas.

No existe duda que la E.S.E. Hospital San Vicente de Paul de Santuario (Rda.) es un establecimiento público, y por ende las personas que están a cargo de su administración fungen como servidores públicos. 
En la actualidad el Estado no tiene suficientes trabajadores y servidores, por lo que ha tenido que acudir a particulares que presten funciones públicas, y por razones de presupuesto se ha visto en la necesidad de contratar los servicios de éstos por intermedio de empresas temporales, como es el caso de la aquí procesada.

Bajo ese entendido resulta claro que LUZ DENEDTH cumplía funciones públicas en forma transitoria, por cuanto estaba delegada por ETEMCO para apoyar la gestión de contabilidad y tesorería del Hospital San Vicente de Paul, en razón de lo cual tenía a su cargo la custodia de los cheques de los cuales decidió apropiarse en provecho suyo, por una cuantía de $18´678.027, conducta con la cual incurrió en el delito de peculado por apropiación. Ciertamente GALLEGO QUIROZ no era la ordenadora del gasto, pero estaba a cargo de la elaboración y tenencia de esos títulos valores, y disponía cómo se hacían los pagos. 
Ella sabía lo que administraba y dónde trabajada, es una mujer ilustrada y conocía que el dinero que manejaba era de esa entidad, por eso aceptó su responsabilidad ante el grupo asesor y ante la Fiscalía, incluso, ha devuelto parte de ese capital.
Es cierto que de esos hechos podrían derivarse algunos peculados culposos, pero también debe recordarse que en la administración pública rigen los principios de confianza y buena fe, en virtud de los cuales quien obra conforme con la ley y a sus funciones, presume que los demás actúan de la misma manera, y solo en un evento como el que descubrió la Contraloría se detecta que alguien no lo estaba haciendo.
Si bien el funcionario de instancia dice que la Fiscalía no fue clara al momento de formular la imputación, el juez de garantías que estuvo a cargo de esa diligencia, pese a estar facultado para hacer claridad y precisión cuando observe que el cargo se está haciendo de una manera inadecuada, tal como lo ha señalado la H. Corte Suprema de Justicia en su justicia, no hizo ninguna observación al respecto.

En consecuencia, pide que se revoque la determinación adoptada.
1.5.- El togado que representa los intereses de la judicializada no hizo ningún pronunciamiento al respecto.

1.6.- El funcionario de primer nivel mantuvo su decisión por cuanto consideró que si bien el artículo 20 de la Ley 599/00 señala que para efectos penales pueden considerarse como servidores públicos los particulares que de manera transitoria o permanente ejercen funciones públicas, esa condición debe acreditarse, y en el presente caso no existe ningún elemento que permita deducir que la procesada tenía esa calidad; en consecuencia, concedió el recurso de apelación en el efecto suspensivo, y dispuso la remisión de los registros ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.
2.- Para resolver, se considera
2.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la Fiscalía-.

2.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Sala se contrae básicamente a determinar, de conformidad con los argumentos esbozados por la recurrente, si fue acertada la decisión adoptada por el juez a quo en cuanto decretó la nulidad de la formulación de imputación realizada a la señora LUZ DENETH GALLEGO QUIROZ, o si por el contrario, hay lugar a su revocatoria o modificación.
2.3.- Solución a la controversia
Da cuenta la situación fáctica esgrimida por la Fiscalía, que en la auditoría integral correspondiente a la vigencia fiscal 2013-2014 realizada por la Contraloría General de Risaralda a la E.S.E. Hospital San Vicente de Paul de Santuario (Rda.), se detectó que en el proceso de pagos de nómina y a proveedores mediante cheques, el cual estaba a cargo de la señora LUZ DENEDTH GALLEGO QUIROZ, auxiliar administrativa de la gerencia, quince (15) cheques fueron cobrados o mandados a cobrar por la referida ciudadana en forma irregular, con lo cual se generó un detrimento patrimonial a la entidad de $18´678.027.oo 
Por esos hechos la Fiscalía formuló imputación a LUZ DENEDTH GALLEGO ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Santuario (Rda.), en la cual le atribuyó autoría en la conducta de peculado por apropiación, conforme lo previsto en el inciso 3º del artículo 397 C.P., cargo que la indiciada ACEPTÓ.

En consideración a ese allanamiento la actuación pasó al conocimiento del Juez Promiscuo de Apía (Rda.), autoridad que optó por decretar la nulidad de la formulación imputación, por cuanto en su criterio la judicializada no pudo incurrir en el ilícito que le fue endilgado, ya que no tenía la calidad de servidora pública, básicamente porque no se encontraba vinculada en forma directa por el Hospital San Vicente de Paul de Santuario (Rda.), esto es, no fue nombrada y posesionada en ese establecimiento, sino contratada por una empresa temporal; y además de ello, tampoco tenía asignado el manejo del presupuesto o la ordenación del gasto, y quienes ostentaban esa función no podían desprenderse totalmente de ella para delegarla.
Contra esa determinación la representante de la Fiscalía interpuso recurso de reposición -el cual fue resuelto en forma adversa a sus intereses-, y en subsidio apelación, a cuyo efecto argumentó que no le asiste razón al juez a quo debido a que la procesada sí cumplía funciones públicas en su labor de apoyo al área de tesorería y contabilidad de dicha institución, pese a haber sido vinculada por ETEMCO, y precisamente en razón de sus funciones tenía la custodia de los cheques de los cuales decidió apropiarse en provecho suyo. 

Para dilucidar el debate planteado, la Sala comenzará por determinar si en efecto la señora LUZ DENEDTH GALLEGO QUIROZ para el momento de ocurrencia de los hechos tenía la calidad de servidora pública, o si con ocasión de sus funciones podía considerarse como tal.
El artículo 20 del estatuto represor expresa que para todos los efectos de la ley penal son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios, y para los mismos efectos se consideran servidores públicos los miembros de la fuerza pública, los particulares que ejerzan funciones públicas en forma permanente o transitoria, los funcionarios y trabajadores del Banco de la República, los integrantes de la Comisión Nacional Ciudadana para la lucha contra la corrupción, y las personas que administren los recursos de que trata el artículo 338 C.N.

Como dicho precepto alude a los particulares que transitoriamente ejercen funciones públicas, debe armonizarse con lo establecido en el artículo 123 Superior, que consagra: “Son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios. Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento. La ley determinará el régimen aplicable a los particulares que temporalmente desempeñen funciones públicas y regulará su ejercicio”.

Con miras a determinar bajo qué condiciones se puede considerar que un particular adquiere la condición de servidor público para efectos penales, la jurisprudencia del órgano de cierre ha expresado:
“[…] Como se observa, esta Corporación, a partir de la doctrina constitucional establecida en la sentencia C-563 de 1998, expresó en la sentencia de casación antes aludida
que aun cuando el artículo 56 de la Ley 80 de 1993 asigna la calidad de servidor público para efectos penales al contratista, interventor, consultor y asesor en todo lo concerniente a la celebración de contratos, tal condición solamente se adquiere cuando con motivo del vínculo contractual el particular asume funciones públicas, es decir, cuando el contrato implica la transferencia de una función de esa naturaleza, no cuando su objeto es distinto, como sucede si la actividad se circunscribe a una labor simplemente material.

[…]
Recapitulando, se tiene: el fundamento jurídico con sustento en el cual se emitió la condena cuya revisión se solicita, consistente en la adquisición de la condición de servidor público por el sólo hecho de que el particular sea contratista, interventor, consultor o asesor, experimentó variación posterior por parte de la Corte Suprema de Justicia, Corporación que en desarrollo de doctrina constitucional sentó el criterio según el cual para determinar si el particular obtiene o no la condición de servidor público es necesario verificar la naturaleza jurídica de la actividad desarrollada por aquél, en cuanto únicamente cuando se le transfiere la realización de funciones públicas se encuentra cobijado con dicha cualificación, no así en el evento de ejecutar una labor simplemente material.

Y al efecto la jurisprudencia expresa como ejemplo de labor simplemente material el contrato de obra pública, porque en ese caso la tarea se reduce a construir o reparar la obra pública que requiere el ente estatal, convirtiéndose el contratista en un colaborador o instrumento de la administración para la realización de actividades o prestaciones que interesan a los fines públicos, pero no en un delegatario o depositario de sus funciones.

Es de anotar que el nuevo criterio se ha ratificado en ulteriores decisiones, erigiéndose en postura actualmente uniforme y consolidada. Sobre el particular, resulta pertinente reseñar las sentencias proferidas el 3 de enero
, 6 de marzo
 y 23 de abril de 2008
,1º de abril
 y 7 de octubre de 2009
, y los autos emitidos el 23 de enero
,9 de abril
 y 30 de octubre de 2008
 […]” 

Como se advierte, para efectos de determinar si un particular tiene o no la condición de servidor público es necesario verificar la naturaleza jurídica de la actividad desarrollada y establecer si a partir de la misma se le han trasferido funciones públicas.

En el presente caso se tiene que la ciudadana LUZ DENEDTH GALLEGO QUIROZ suscribió contrato individual de trabajo de julio 16 de 2013 con la empresa Centros de Empleos Temporales de Colombia -ETEMCO S.A.S.- y  en el cual se consignó que el lugar de prestación de servicios y desempeño de labores sería la E.S.E. Hospital San Vicente de Paul de Santuario (Rda.), en el cargo de auxiliar administrativa.

De conformidad con el manual de funciones le correspondía apoyar a los departamentos de tesorería y contabilidad en la elaboración, entrega de cheques, y comunicación directa con los proveedores y clientes internos y externos, y en efecto se determinó que en cumplimiento de esa función la señora GALLEGO QUIROZ logró apoderarse de la suma $18´678.027.oo, correspondientes a quince (15) cheques destinados a pagos de nómina y proveedores.

Ahora, esa mera circunstancia no basta para determinar que la hoy procesada cumplía una función pública, puesto que como bien lo señaló el fallador de instancia, no existe ningún documento que demuestre una vinculación directa de la señora GALLEGO QUIROZ con la E.S.E. Hospital San Vicente de Paul de Santuario (Rda.), o en otras palabras, un acto oficial que exprese la voluntad de la administración pública en su incorporación, es decir, entre ella y esa entidad pública nunca existió ningún contrato bien fuera laboral, de prestación de servicios o de cualquiera otra índole, porque su empleador no era el Hospital sino ETEMCO, y ello puede corroborarse con el hecho de que precisamente la carta de terminación unilateral del contrato individual de trabajo por justa causa de febrero 19 de 2014, fue firmada por la Gerente de esa empresa temporal.
Significa lo anterior, que no se está ni siquiera frente a un acto viciado de la administración al cual pudiera dársele valor por la vía de la presunción de legalidad, sino que de lo que se trata es de la inexistencia total de un acto público vinculante por medio del cual le fueran delegadas las funciones en cumplimiento de las cuales logró apropiarse de ese faltante, y ya se sabe que ello no puede ser tácito sino expreso. 

Es más, para el momento en que se efectuó la contratación de LUZ DENEDTH (16 de julio de 2013) ni siquiera existía el convenio de prestación de servicios N° 022 suscrito entre la E.S.E. Hospital San Vicente de Paul de Santuario (Rda.) y ETEMCO S.A.S.-, que tuvo como objeto que ésta última suministrara a la institución médica personal idóneo -trabajadores en misión- para laborar en cada una de las ocasiones en las que así lo requiriera, como quiera que éste data del 30 de julio de 2013. Pero de haber existido éste con antelación, en el mismo se ratifica que los empleados que eran asignados por ETEMCO para prestar sus servicios en esa E.S.E. estaban vinculados con esa empresa y no con la institución pública, tanto así que en la cláusula séptima del referido convenio se dice textualmente: “Para los efectos de este contrato se considera el CONTRATISTA como EMPRESA INDEPENDIENTE y verdadero empleador de los trabajadores con quienes presta el servicio descrito en la cláusula primera y con ellos está obligado por contrato de trabajo”.
En esas condiciones, es evidente que la falta de relación jurídica entre la señora GALLEGO QUIROZ y la E.S.E. Hospital San Vicente de Paul no hacía posible que la misma fuera servidora pública, y muchos menos que se le transfirieran funciones de esa naturaleza, independientemente que dentro del desempeño de su cargo tuviera acceso “de facto” a esos recursos estatales, lo cual en todo caso tampoco de manera automática le daba esa calidad. Así las cosas, hay lugar a concluir que le asiste razón al juez de instancia en cuanto a que no puede tenerse como autora de la específica ilicitud atribuida y de persistirse en ese cargo a lo que se llegaría sería a una absolución y por lo mismo a la impunidad del comportamiento endilgado.

No obstante lo anterior, en criterio de la Colegiatura lo correspondiente no era decretar la nulidad de la formulación de imputación, sino simple y llanamente de la aceptación de cargos, por las razones que pasan a exponerse a continuación:

La titular de la acción penal y de la acusación es la Fiscalía General de la Nación, aunque sus delegados no están facultados para proceder en forma caprichosa en cuanto están en el deber de hacer coincidir lo fáctico con lo jurídico. En efecto, basta decir en respaldo, que al tenor de lo dispuesto en las normas vigentes y en la jurisprudencia nacional, el Fiscal debe hacer primero una imputación fáctica en forma clara y concisa, para proceder a continuación a la imputación jurídica que de allí se deriva, pues una y otra son indispensables para hacer la proposición jurídica completa que exigen los cargos en materia penal. Así lo dejó consignado en forma expresa la Corte Constitucional, cuando resolvió el problema de si bastaba la imputación fáctica o si era indispensable además la imputación jurídica; y, por sobre todo, si lo jurídico tenía o no que coincidir necesariamente con lo fáctico. De ese modo se concluyó en la sentencia C-1260 de 2005 que la facultad otorgada por la ley al fiscal se refería a una operación de adecuación típica de la conducta, por medio de la cual los hechos objeto de investigación -imputación fáctica- deben corresponder a la descripción de esa conducta que hace el legislador -imputación jurídica-, y por tanto no goza de discrecionalidad para configurar un tipo penal que no corresponda a los hechos atribuidos. Textualmente se expresó:
[…] aquél -refiriéndose al Fiscal- no tiene plena libertad para hacer la adecuación típica de la conducta, pues se encuentra limitado por las circunstancias fácticas y jurídicas que resultan del caso. Por lo que, aún mediando una negociación entre el fiscal y el imputado, en la alegación conclusiva debe presentarse la adecuación típica de la conducta según los hechos que correspondan a la descripción que previamente ha realizado el legislador en el Código penal.
Lo dicho es concluyente en el sentido de que al Fiscal le corresponde hacer coincidir lo fáctico con lo jurídico. Si falla en ese cometido, al Juez le corresponde ordenar la corrección”.

Sobre ese mismo tema, y en relación con aquellos eventos en los cuales media aceptación de cargos, jurisprudencialmente se precisó lo siguiente acerca de la imputación jurídica:

“[…] Diríase incluso que en un proceso con todas sus etapas, con controversia probatoria y juicio oral, las exigencias serían menores, pues la narración de los hechos jurídicamente relevantes consignados en el escrito de acusación pueden variar y complementarse en la alegación final en la cual se debe presentar de manera circunstanciada la conducta (art. 443 de la Ley 906 de 2004), mas no así en los procesos abreviados en donde la conducta debe tipificarse con mayor precisión dado que se renuncia al derecho a no autoincriminarse y a tener un juicio oral y público (art. 350 numeral 2º ley 906 de 2004)[…]”
. –negrillas de la Sala-
No obstante lo expresado, también la jurisprudencia nacional ha sostenido que el juez no puede intervenir en asuntos de incumbencia de la Fiscalía General de la Nación, entre ellos la calificación jurídica de los hechos, y a este respecto el órgano de cierre de la jurisdicción penal estableció:
“[…] La Sala de Casación Penal de esta Corporación ha precisado que, tratándose del ejercicio de la acción penal, no hay posibilidad de controlar por vía de corrección, cuestionamiento o validación, la acusación formulada por la Fiscalía, al constituir un acto de parte que de no reunir los requisitos sustanciales pertinentes, o de incurrir en inconsonancia en cuanto los hechos investigados y su calificación jurídica, conlleva a su desestimación en la sentencia, siendo la intervención de la judicatura previa a esa fase procesal restringida a lo formal lo que incluye el acto complejo de formulación de la acusación. Entonces, su construcción adecuada es una responsabilidad asignada a la Fiscalía y, el control pertinente, corresponde a los demás intervinientes, no al juez […]”. 

Acorde con lo expuesto, no le era permitido al juez de primer nivel anular la formulación de imputación, puesto que se trata de un acto de parte en el cual la Fiscalía General de la Nación tiene la titularidad, pero si podía en cambio dejar sin validez el allanamiento a cargos de la indiciada, por cuanto se afectó su garantía fundamental al debido proceso, ya que la adecuación típica de la conducta no se ciñó al principio de legalidad, en atención a que el cargo no está acorde con la situación fáctica planteada, y en ello, por supuesto, si está facultado el juez para intervenir como quiera que se está ante la toma de una determinación que involucra la determinación de responsabilidad penal con efectos de cosa juzgada.

En consonancia con lo anterior, se confirmará parcialmente la determinación proferida por el funcionario a quo, en cuanto se modificará su determinación en el sentido de decretar la nulidad únicamente y exclusivamente a partir del allanamiento a cargos de la procesada LUZ DENEDTH GALLEGO QUIROZ en la formulación de imputación.  
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA PARCIALMENTE la decisión adoptada por el Juez Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.) en cuanto decretó la nulidad de lo actuado, pero se MODIFICA en el sentido de que esa nulidad no será desde la imputación sino única y exclusivamente de la aceptación de cargos, acorde con las razones expuestas en el cuerpo motivo de esta providencia.
Esta determinación queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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